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“Las estrategias de expansión económica de la Unión Europea afectan los derechos humanos: una lectura desde Latinoamérica”

Ponencia de Alirio Uribe Muñóz

En el documento "Una Europa Global: Competir en el mundo.  Una contribución a la Estrategia de crecimiento y empleo de la UE" (COM(2006)0567), se define la estrategia OMC plus de la Unión Europea, que tiene como objetivo lograr el máximo de liberalización de bienes y servicios a nivel mundial para asegurar mayores beneficios para la transnacionales europeas, ya a través de buscar relanzar la agenda de Doha para el Desarrollo en la OMC y/o a través de tratados de libres comercio. Esta estrategia insiste en posicionar los temas Singapur que se excluyeron de la OMC en julio de 2004: compras públicas, inversiones y libre competencia.

Esta estrategia reconoce de manera tangencial y contradictoria que para avanzar se requiere la aceptación de ciudadanía, que debe beneficiarse del crecimiento económico y no deja de expresar preocupación de sus posibles impactos negativos por ello se dice bajo el párrafo de la “Justicia social” que deben reconocer “la repercusión potencialmente perturbadora de la apertura del mercado para algunas regiones y trabajadores, especialmente los menos cualificados”1. También expresa preocupación por temas energéticos y ambientales. Sin embargo poco o nada se desarrolla el cómo enfrentar estas preocupaciones, cuando la apuesta central sigue siendo la de bajar los costos de producción y maximizar las ganancias.

Por ello me ocuparé en esta presentación de analizar el posible impacto negativo de esta estrategia europea para los derechos humanos, desde una lectura latinoamericana y, analizaré en la segunda parte el caso colombiano. 

Nuestro punto de partida, es la hipótesis de que derechos fundamentales consagrados en la Declaración Universal de Derechos Humanos ( el derecho a la alimentación, el derecho a la salud), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ( el derecho a la igualdad, el derecho a la participación) el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, las Convenciones de la Organización Internacional de Trabajo – incluyendo el Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales y, la Declaración de Naciones Unidas de 1986 que establece que el derecho al desarrollo es un derecho humano; están siendo exponencialmente vulnerados por los acuerdos de libre comercio y/o los acuerdos de protección de inversiones.

1.  La violación del derecho humano al desarrollo:
El punto en común de tres de los cuatro temas Singapur, (inversiones, competencia y contrataciones públicas) es el de que aumenta el derecho de las multinacionales a acceder al mercado de los países en desarrollo a través de sus productos e inversiones; reduciendo al mínimo los derechos del gobierno anfitrión a regular la inversión extranjera; y prohibiendo a los gobiernos tomar medidas que apoyen o alienten a las empresas nacionales.

Si bien estos tres temas fueron excluidos de la agenda de negociaciones de la OMC, al menos durante el período del programa de Doha, desde julio de 2004, por que la mayoría de los países del Sur consideraron que los mismos interferirían con sus políticas nacionales y obstaculizarían su desarrollo económico; sin embargo los mismos han sido impuestos o pretenden hacerlo en acuerdos bilaterales y o birregionales que en particular los Estados Unidos y la Unión Europea están impulsando con terceros países o regiones.

El caso del NAFTA y del CAFTA, los acuerdos ratificados tanto con México como Chile por parte de los Estados Unidos y la Unión Europa, como los firmados por Colombia y Perú con EEEUU, como los que negocia la Unión Europea con Centroamérica y, con Colomnbia y Perú 

A través de estos acuerdos, lo que logran los países desarrollados son políticas “OMC Plus” que favorecen sus propios intereses en detrimento del desarrollo de los países del Sur.  No se toma en cuenta, pese a la retórica de la UE, las grandes asimetrías, ni la profunda desigualdad de fuerzas y recursos.  

Aunque mucho se hable de la cooperación para ayudar a las economías del Sur ha integrarse a la economía mundial y, de orientar la cooperación hacia la reconversión industrial y de la necesidad de que las empresas del Sur puedan ser más competitivas, lo cierto es que las brechas son tan profundas y seculares, que la adopción de los temas Singapur sólo contribuyen a profundizar las desigualdades.

Estos acuerdos contienen cláusulas, para asegurar la libre competencia, - lo cierto es que se imponen cláusulas como el de aplicar el principio de “trato nacional” en que los países en desarrollo ya no podrán aplicar políticas o medidas necesarias para garantizar la distribución de la riqueza o planificar su propio desarrollo local o nacional.

La aplicación del principio del “trato nacional” impide apoyar a sus industrias locales, lo que ocasiona que muchas empresas o sectores productivos que no tienen capacidad de competir son conducidos a la quiebra, con la consecuencia de la pérdida de millones de puestos de trabajo o de fuerza laboral ocupada.

El principio de “trato nacional”, que se acompaña de la cláusula de no discriminación, impide que se tomen medidas a favor de las empresas nacionales, consagrando normas obligatorias que garantizan que se le dé a los bienes e inversiones extranjeras el derecho a entrar a un país sin condiciones ni regulaciones, para poder operar en la misma condición de igualdad que las empresas nacionales locales, sin consideración a su tamaño, ni la importancia que las mismas puedan representar para el desarrollo local, tampoco los gobiernos pueden tener la autonomía para canalizar los bienes o inversiones a las direcciones deseadas.

Las garantías que se dan a la inversión con estos acuerdos, reducen incluso el margen del control monetario de los estados, con consecuencias graves para su estabilidad financiera, la balanza de pagos, facilitando el ingreso de capitales volátiles en cartera, créditos y fondos de inversión.  También impiden la restricción de la tenencia de acciones – permitiéndose entre otros que haya más accionistas extranjeros que nacionales-, impidiendo la obligación de transferencia de tecnología, afectando las orientaciones de la exportación, la ubicación geográfica de las inversiones, etc.

Los inversores extranjeros tienen la libertad para transferir fondos hacia dentro y fuera del país sin limitaciones.  La garantías a la inversión pueden ir tan lejos, como las “cláusulas de expropiaciones indirectas” o de “ anulaciones sin infracción o menoscabo”, ya que políticas gubernamentales que protejan el medio ambiente, o gobiernos que impulsen políticas sociales para proteger el empleo, garantizar el derecho humano a la alimentación, el acceso a todos(as) a los servicios públicos esenciales o incluso la protección de la salud –por ejemplo la imposibilidad de imponer precios bajos a ciertas medicinas o de regular los precios en general de las mismas-, etc., podrían ser consideradas como medidas que afectarían las futuras ganancias de los inversores en un mercado libre.

Y el tema de la transparencia en las contrataciones públicas o las compras gubernamentales parecería a primera vista más atractivo o, en todo caso menos cuestionable que los otros temas Singapur.  Pero lo que se ha venido implementando en estos acuerdos “OMC Plus”, es que los gobiernos ya no pueden dar preferencia a las empresas nacionales para el suministro de bienes y servicios, y tampoco pueden darle preferencia en la concesión de proyectos.  Lo que impide por ejemplo que los gobiernos puedan adquirir medicinas genéricas para enfrentar una epidemia o limitar o impedir el gasto público para adquirir productos nacionales en caso de recesión, para generar empleo y/o para contrarrestar crisis económicas, también se limita la posibilidad para que sectores sociales o comunidades étnicas y/o marginadas puedan recibir un trato preferencial.

A estas cláusulas se les suma "cláusula de prohibición de requisitos de desempeño a la inversión" presente en estos acuerdos.  Los requisitos de desempeño consisten en exigir al inversor, para autorizar la inversión, determinadas conductas destinadas a proteger la economía nacional que a partir del momento en que la aceptan ya no podrán invocar, afectándose la posibilidad de: utilizar material prima nacional, exportar parte de la producción para incrementar el ingreso de divisas, utilizar mano de obra local bajo un porcentaje determinado en empresas.

Estas cláusulas reducen la gobernabilidad democrática, la autodeterminación de los pueblos, limitan el goce de los derechos fundamentales y afectan la posibilidad de diseñar cualquier política pública a favor de los sectores sociales más vulnerables o desfavorecidos o incluso de poder elaborar una política industrial o monetaria autónoma a favor de su propio desarrollo.

Frente a ellas, recordemos con firmeza y exijamos la aplicación de la Declaración de la Asamblea General de las Naciones Unidas que estableció el Desarrollo como un derecho humano, estableciendo preceptos como el siguiente del

Artículo 1:

1.  El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos los pueblos están facultados para participar en un desarrollo económico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar del él.

2.  El derecho humano al desarrollo implica también la plena realización del derecho de los pueblos a la libre determinación, que incluye, con sujeción a las disposiciones pertinentes de ambos Pactos internacionales de derechos humanos, el ejercicio de su derecho inalienable a la plena soberanía sobre todas sus riquezas y recursos naturales”.

2.  La vulneración de otros derechos humanos y las inversiones de la Unión Europea:
Muchos pueblos indígenas y comunidades étnicas o tribales en el mundo están condenados al exterminio, genocidio pasivo que pocos denuncian.  No se respeta sus tradiciones, su cultura, ni sus formas de justicia, ni sus lenguas, ni sus formas de gobierno ni se les respeta el derecho a la tierra, al territorio que poseen de manera ancestral o se les impide recuperarlas cuando ya han sido despojadas de ellas.

Se afirma en la estrategia de la UE “Más que nunca, Europa debe importar para poder exportar. Una de las mayores prioridades debe consistir en hacer frente a las restricciones al acceso a recursos tales como la energía, los metales.. y materias primas”. Se reafirma la necesidad de que deben eliminarse las restricciones para acceder a los recursos “A no ser que estén justificadas por motivos medioambientales o de seguridad”.

A nivel global se estableció el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los derechos de los pueblos indígenas y tribales, como una manera de proteger sus derechos individuales y colectivos, sin embargo su alcance es negado en los acuerdos de libre comercio e inversiones que impulsa la Unión Europea.

En relación con América Latina, tanto los afro-descendientes como los pueblos indígenas, son especialmente afectados al desconocerse sus derechos.  Primero se les despojó de las tierras más fértiles y les obligó a vivir en tierras escarpadas; luego se descubrió que en estas tierras hay importantes riquezas fósiles y minerales y, a su turno se les vuelve a despojar en nombre del progreso y de las libertades para las inversiones.

Debemos hacer respetar los derechos de los pueblos indígenas y tribales y que el Convenio 169 de la OIT sea plenamente exigible frente a cualquier acuerdo comercial o de inversiones.  Es un imperativo de justicia y de humanidad.  

Si bien en la Estrategia se hacen referencias al desarrollo sostenible y al respeto de las normas sociales, con ellos pasa lo mismo que con la cláusula democrática presente en la mayoría de los acuerdos que ha suscrito la UE en materia de diaólogo político y cooperación o comercial que establece que el respeto a los derechos humanos son un elemento esencial de sus acuerdos. Sin embargo restan letra muerta frente a sus intereses económicos.

Demostramos con algunos ejemplos, la manera como inversiones europeas afectan el goce de derechos esenciales en América Latina:

El 5 de marzo de 2007 se hizo pública que la embajada española en Nicaragua amenazaba con afectar la cooperación si el gobierno de Daniel Ortega no cede a los intereses de Unión Fenosa.

El gobierno nicaragüense denunció en el 2006 ante un Tribunal de Arbitraje a Unión Fenosa por no garantizar el suministro eléctrico en Nicaragua y no hacer las inversiones a las que está obligada, vulnerando los derechos humanos básicos y la legalidad vigente en Nicaragua.  Unión Fenosa, en vez de asumir sus responsabilidades y con la finalidad de presionar al gobierno nicaragüense, presentó una denuncia en enero de 2007 ante la aseguradora del Banco Mundial, como “afectada por una presunta expropiación”, para cobrar 53 millones de dólares de indemnización por una “supuesta expropiación”.

Unión FENOSA ha recurrido igualmente al Acuerdo de Protección Recíproca de Inversiones (APRI) entre España y Nicaragua.

Siendo Nicaragua uno de los países más pobres de Latinoamérica y de que a nivel de Centroamérica es el país con menos cobertura eléctrica, con más de la mitad de la población sin luz, la Unión FENOSA ejerce un monopolio sobre un servicio público esencial que le permite chantajear a los gobernantes, al tiempo que ofrece un servicio pésimo y de que anuncia no poder subsidiar a los que no pueden pagar, la compañía presentó un balance favorable para el 2006 en sus inversiones creció un 41,4% en sus beneficios hasta alcanzar 1.307 millones de euros, frente a los 924 millones del año 2005.

El Observatorio de la Deuda en la Globalización –ODG- de la Cátedra UNESCO de Sostenibilidad de la Universitat Politécnica de Catalunya ha presentado tres estudios sobre las inversiones de Unión FENOSA en Colombia y uno de Repsol.

Los estudios sobre las inversiones de Unión FENOSA cuestionan la estrategia empresarial de la empresa con miras a hacer rentables sus inversiones zonas donde el 70% de las personas a las que presta servicio tienen escasos recursos para pagarlo.  Los mismos demuestran presiones al gobierno, amenazas, aumento de tarifas, cobro millonario de subsidios, cortes de luz disfrazados de mantenimiento o la implementación de un polémico modelo energético (Energía Social) para las comunidades más pobres, deudas ecológicas y sociales que no se reparan, son algunos de los aspectos más controvertidos de la política de Unión FENOSA.

El Informe sobre las inversiones de Repsol en Colombia se titula “En la guerra, contra los indígenas y bajo la sombra paramilitar”, que se desarrolla en particular en el departamento de Arauca, donde se el fenómeno paramilitar se extendió con el auspicio del Estado provocando miles de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra, se denuncia como Repsol se implica en un territorio de política de tierra arrasada que ha impulsado el gobierno de Álvaro Uribe Vélez.  

El 21 de mayo de 2007 se dio a conocer la noticia de que una comunidad mapuche de Argentina denunció penalmente al empresario italiano Luciano Benetton por el presunto delito de usurpación de tierras en la provincia de Chubut (sur).  Según los Mapuches Benetton ha usurpado 16.000 hectáreas que les pertenecen ancestralmente.  La controversia alcanza a 536 hectáreas ubicadas en Santa Rosa-Leleke, donde el pasado 14 de febrero se asentaron una veintena de familias con numerosos niños, que habían sido desalojadas del lugar.  El grupo italiano posee en la actualidad 300.000 hectáreas en Chubut y unas 970.000 en toda la Patagonia, donde produce el 10% de la lana que utiliza para su famosa marca de ropa, lo que los convierte en los más grandes terratenientes de la Argentina.

Podríamos citar numerosos ejemplos más, bástenos uno como ejemplo de resistencia social, el de la llamada “Guerra del Agua en Cochabamba” en abril de 2000, donde el consorcio internacional “Aguas del Tinarí” – con capital de la Bechtel de EEUU con 55 % de las acciones y Abengoa de España con el 33 %- invirtió en la privatización del servicio esencial a través de una de sus filiales, provocando un grave conflicto social, la ingobernabilidad democrática y la agresión violenta del Estado contra la comunidad sublevada que ocasionó una persona asesinada, 23 heridos por proyectiles de armas de guerra y 30 por balas de armas de dispersión, más un sinnúmero de detenidos y torturados en centros policiales.  Pese al estado de sitio y la represión desatada, el pueblo tuvo la última palabra y  la prestación del servicio fue revertido.

Debemos recordar para finalizar que el comercio y las inversiones tienen que estar al servicio de los seres humanos y no lo contrario, por tanto frente a cualquier tratado de libre comercio y o de libre inversión, llámesele Acuerdo de Asociación, o cualquier título eufemístico que se le quiera poner, los pueblos tienen el derecho irrenunciable de hacer valer la supremacía de los derechos humanos sobre los intereses de las trasnacionales o elites locales.

Como epígrafe de este artículo debo recordar a Miguel Ángel Asturias que en su libro “Los Hombre de Maíz” ya nos advertía sobre el triste destino de la humanidad, en particular de las comunidades indígenas, cuando perdieron la “Guerra de Ilóm” defendiendo el maíz como fuente misma de la existencia y de la supervivencia, luego siendo víctimas de genocidio cuando el maíz deja de ser fuente de vida para convertirse en negocio: “Sembrado para comer es sagrado, sustento del hombre que fue hecho de maíz.  Sembrado por negocio es hambre del hombre que fue hecho de maíz”.

América Latina no puede permitirse que ninguno de sus pueblos pierda de nuevo la Guerra de Ilóm, con la unidad y resistencia de sus pueblos debe frenarse el modelo económico en curso que contribuye al aniquilamiento moral, al aniquilamiento espiritual, aniquilamiento físico de nuestros pueblos originarios, a la destrucción sin freno de la naturaleza y a nuestra propia destrucción.

3- CASO COLOMBIA: 

Ante el fracaso del ALCA y del estancamiento de la OMC se promueven los acuerdos bilaterales en materia comercial y de inversiones de esta manera se aprueba el Tratado comercial bilateral con Centroamérica (o Cafta por sus siglas en inglés), y negocia Tratados bilaterales con Chile, Perú y Colombia, el último de los cuales no ha sido ratificado por el congreso de los Estados Unidos.

Colombia ha decidido buscar la firma de tratados bilaterales de libre comercio, entre ellos los siguientes: Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y los Países andinos. Acuerdo de Libre Comercio entre Colombia y los Estados AELC (República de Islandia, Principado de Lichtenstein, Reino de Noruega y la Confederación Suiza). Acuerdo de Libre Comercio entre Colombia y la República de Canadá. Tratado de Libre Comercio entre Colombia y el triángulo norte de Centro América (El Salvador, Guatemala y Honduras). Tratado de Libre Comercio entre Colombia y Chile. Tratado de Libre Comercio entre Colombia y Estados Unidos.  

Desde marzo de 2007 el parlamento Europeo aprobó el Mandato de negociación de un Acuerdo de Asociación entre la UE y la CAN, esto no ha sido posible,  junio de 2007 los países integrantes de la CAN (Colombia, Perú, Ecuador y Bolivia) definieron el marco general para la negociación, con la aprobación de la decisión 667, donde se establecía que las asimetrías entre las economías de la CAN y la UE, así como las asimetrías al interior de la Comunidad Andina “serán reconocidas y reflejadas en los compromisos que las Partes asuman, asegurando un Trato Especial y Diferenciado para Bolivia y Ecuador”.
La unidad de la CAN inicia desquebrajada por la renuncia de Venezuela un par de años antes, se consolidaron “dos bloques al interior del bloque”, pues mientras Perú y Colombia tendían a coincidir y actuaron de manera conjunta, Bolivia y Ecuador mostraban reservas sobre el proceso. En junio de 2008 el presidente Evo Morales decidió cesar la participación de Bolivia en las negociaciones argumentando que la CAN debía negociar en bloque, distanciándose de la posición de Perú y Colombia. Ecuador decidió continuar en el proceso formulando algunas críticas, hasta que el presidente Correa decidió no participar en la quinta ronda celebrada en Lima.

En ese horizonte se espera que solo Perú y Colombia continúen en la negociación, lo que sin duda se muestra como una barrera en el proceso, pues la Comisión Europea tiene el mandato del Parlamento Europeo para negociar con la CAN como bloque y no con países desagregados. 

Se debe tener en cuenta lo manifestado por Bolivia en un documento titulado “Bases para un acuerdo de Asociación CAN-UE en beneficio de los pueblos”
, donde se pone de presente:

Los pueblos, el ser humano y la naturaleza deben ser los principales beneficiarios de este Acuerdo de Asociación. Debemos superar esa práctica en la que los intereses empresariales transnacionales se anteponen a las necesidades de la población y el medio ambiente. La sociedad civil y las organizaciones sociales deben participar activamente en la construcción de este Acuerdo de Asociación para que exista una verdadera integración que comprenda a los Estados y a los pueblos.    

Se enfatiza la importancia del diálogo político basado en un reconocimiento recíproco y equilibrado,  y en temas que desbordan lo comercial como la lucha contra el narcotráfico (donde no se debe confundir la hoja de coca con la cocaína) y la regulación de la migración.

IMPACTOS CONCRETOS EN COLOMBIA:

Hay un problema central en Colombia que es el DESPLZAMIENTO FORZADO según Amnistía Internacional, las comunidades que corren el mayor riesgo de desplazamiento son aquellas que habitan territorios ubicados en zonas con intereses económicos estratégicos, especialmente la prospección minera y petrolífera, las grandes plantaciones agroindustriales y las instalaciones hidroeléctricas
. 

El Acuerdo de Asociación podría conllevar una nueva ola de inversión extranjera que agudizaría las tendencias aquí descritas y que podría traer como consecuencias tanto un reordenamiento del territorio a favor de la gran propiedad y mayores niveles de desplazamiento gracias a la estrecha relación entre guerra y economía que expusimos más arriba.

En el caso de los PUEBLOS INDIGENAS aumentaría las amenazas sobre la propiedad colectiva y sobre los territorios de las comunidades indígenas y afrodescendientes, con un modelo económico sustentado en la economía extractiva, la producción de cultivos para la exportación y la reconcentración de la propiedad de la tierra. La expansión de los agrocombustibles también ha afectado gravemente a comunidades afrodescendientes.

No se puede perder de vista que e 33 distritos mineros existentes en Colombia 16 de ellos se ubican en territorios indígenas, situación que amenaza especialmente a los pueblos Pijao, Mokaná, Inga, Pasto, Embera Chamí, Embera Katío, Yukpa, Awá y Kamentzá, cuyo territorio se ve cobijado casi completamente por tales distritos
. Lo que puede agravar lo afirmado por el relator de la ONU en el sentido de que hay un genocidio contra los pueblos indígenas en Colombia.      

Estas inversiones no cumplen con garantizar el conocimiento libre, previo e informado de las comunidades indígenas y afro que se verán enfrentadas a proyectos mineros y petroleros de ETNS europeas. 

AUMENTO DE LA VIOLENCIA ANTISINDICAL. De los 76 sindicalistas asesinados en el planeta durante 2008, 49 eran colombianos
, lo que significa que un 64% del total de sindicalistas asesinados alrededor del globo. A la fecha 29 sindicalistas han sido asesinados en el 2009, y desde hace 23 años ha sido asesinada una trabajadora o un trabajador sindicalizado cada tres días. Según las centrales sindicales, de las 100 empresas más grandes del país en 52 de ellas no existe sindicato y en 29 no existe ningún tipo de negociación colectiva con los trabajadores
. A nivel nacional se calcula que solamente 1 de cada 100 trabajadores tiene posibilidades reales de negociar sus condiciones de trabajo
.    

Por tanto no hay Libertad Sindical lo cual precariza la vinculación laboral, con la contratación masiva de desplazados como mano de obra barata, un modelo que viene haciendo carrera en las grandes plantaciones donde se producen cultivos para la exportación subsidiados por el gobierno, especialmente caucho, palma de aceite, forestales, marañón, cítricos, mango, soya, maíz, arroz y pastos. La modalidad de contratación que se despliega en esas plantaciones desconoce cualquier garantía en materia de seguridad social y cualquier tipo de estabilidad laboral gracias a la implantación de las llamadas Cooperativas de Trabajo Asociado que ya ascienden a mas de 4000, este tipo de vinculación laboral tendería a crecer con la aprobación del Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y la Comunidad Andina.

Los derechos de las mujeres trabajadoras históricamente en los sectores de baja productividad, el ADA no prevé en el capítulo de productos agrícolas medidas para proteger a las mujeres, serán mas vulnerables en actividades como las flores, las maquilas y todas las formas de precarización laboral. 

EL ADA afectara la SOBERANIA ALIMENTARIA ya que la producción agraria ha estado dirigida a productos no alimentarios y a la concentración de la propiedad de la tierra, afectando  gravemente a los campesinos, indígenas y afros que dedican su trabajo a producir alimentos, mientras se beneficia a los grandes productores agroindustriales que reciben cuantiosos subsidios del Gobierno nacional para fortalecer tal oferta exportadora.Esto sumado al desplazamiento forzado  propicia una disminución de la oferta alimentaria ya que se priorizan cultivos que no son alimentarios, o alimentarios pero no son básicos en la dieta nacional o que están destinados a los agro combustibles.
El  ADA afianza una política agraria que ha estado conectada con la violencia, pues facilitan la desposesión de campesinos, indígenas y afros favoreciendo la gran propiedad y afectando la producción de alimentos. 

El 85% de las exportaciones colombianas a la UE son productos primarios; resaltan las ventas de carbón, café, petróleo, banano y ferroníquel. Sin embargo, se destaca la dinámica de otros productos como flores, concentrados de café, mariscos-camarones, conservas de pescado, frutas y desperdicios de cobre, entre otros.

El ADA facilita el CALENTAMIENO GLOBAL. La región Andina es considerada una de las mayores áreas con mayor biodiversidad en el planeta, Son Colombia, Perú y Ecuador tres de los 17 países declarados “megadiversos” según “Conservación Internacional”
. Sin embargo, áreas forestales como Amazonas y las costas pacíficas de Perú, Ecuador y Colombia han sufrido graves procesos de deforestación gracias a la economía extractiva y de madera. Que hacen parte de los productos que junto a los agro combustibles, que también destruyen los ecosistemas,  se comercializaran con la UE. 

La industria del carbón mineral en la cual Colombia es pionera, controlada en una amplia proporción por empresas europeas, genera impactos negativos que no se ven contrarrestados en lo hasta ahora negociado con la UE.  

EL DERECHO A LA SALUD. Se encarece el acceso a medicamentos por parte de los usuarios de los sistemas de salud (un 90% de las consultas externas  terminan con una receta
) está limitado por medidas jurídicas internacionales y dinámicas del comercio como la propiedad intelectual, en particular, las patentes y los datos de prueba.

En Costa Rica en el marco de su Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, demostró que, sin la opción de medicamentos genéricos dada la ampliación de las patentes, este país perdería el 81% de la cobertura usando el mismo presupuesto anual destinado a la salud pública.  La gráfica
 es la siguiente:
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DIALOGO POLITICO. Se supone que el acuerdo que se está negociando entre la UE y la CAN tienen dos ejes innovadores el Diálogo político y la Cooperación. En el caso de Colombia esto no ha sido tratado, ni se ha traducido en medidas espaciales para Colombia. 

CONCLUSIONES: La crisis económica mundial cuestiona el libre comercio como una apuesta única de desarrollo, pone de presente que es necesario un nuevo sistema económico internacional que supere la crisis alimentaria, climática y energética. Un modelo que ponga los derechos humanos por encima de los negocios de las ETNS. 

La UE debe ser consciente que las negociaciones bilaterales de ADAS o TLC aleja de la posibilidad de una integración de los países de la CAN y pone en riesgo un desarrollo sostenible de los países andinos. Colocan en manos de las ETNS Europeas sectores estratégicos como son los recursos naturales, la biodiversidad, los conocimientos ancestrales, los servicios públicos, las fuentes de agua y los recursos minerales y energéticos de la región andina. 

Los movimientos sociales ponen de presente con sus protestas la inconveniencia de estos tratados que generan la pérdida del territorio y graves violaciones de derechos humanos por la comercialización de los recursos naturales y la no aplicación de debida consulta a los pueblos indígenas. Se ha criminalizado la protesta social que se opone a un modelo de desarrollo excluyente.  

Debe abordarse un serio y profundo replanteamiento de las relaciones económicas y políticas de la UE con la región andina de tal forma que se busque una relación y acuerdos económicos y comerciales que beneficien a los pueblos y no preserven una situación evidentemente injusta y desigual. Esta nueva relación no puede basarse en el libre comercio sino en la primacía de los tratados y convenios internacionales en materia de Derechos Humanos, de los Pueblos y de la Naturaleza.

Se debe tomar en cuenta las propuestas alternativas de organizaciones y redes de la sociedad civil que tanto en el área andina como en Europa se vienen desarrollando encaminadas a fortalecer una integración regional no subordinada a los TLC, es decir, una integración desde los pueblos. 

------------

1« Pero los efectos negativos de la apertura comercial pueden sentirse con intensidad en regiones o sectores concretos y pueden alimentar la oposición política al comercio abierto. Debemos mejorar nuestra anticipación de los efectos de la apertura comercial, debemos reforzar nuestro apoyo a los sectores, las regiones y la población activa en sus esfuerzos de adaptación, y debemos garantizar que los ciudadanos reciban los beneficios. Mientras tratamos de conseguir la justicia social y la cohesión en Europa, también debemos promover nuestros valores, incluidas las normas sociales y medioambientales y la diversidad cultural, por todo el mundo. »http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2006:0567:FIN:ES:HTML.
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